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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA  

SALA CIVIL – FAMILIA 

 

Medellín, veintinueve de julio de dos mil veintidós.  
 

 
Proceso : Divorcio 
Demandante : Rodrigo Castro Ocampo 
Demandado : Luz Neira Ruiz Barón 
Radicado : 05045318400120180021601 
Consecutivo Sría. : 680-2019 
Radicado Interno : 167-2019 

 

 

En atención a la situación que vive el país por causa del coronavirus COVID 
19, y ante la declaración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 
en todo el territorio nacional, se expidió el Decreto Legislativo 806 el 4 de junio de 
2020, mediante el cual, se adoptaron medidas para implementar las tecnologías 
de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los 
procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
normatividad que fue adoptada como legislación permanente mediante la Ley 2213 
de 2022. 

 
Es así como las medidas adoptadas son aplicables tanto para los procesos 

que venían en curso como para los que se inicien bajo la expedición de éste, 
atendiendo al espíritu de dicha normatividad.  

 

Así las cosas, y toda vez que el presente proceso se encuentra pendiente 

de decidir el recurso de apelación interpuesto, frente a la sentencia proferida por 

el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, conforme con lo preceptuado por 

el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, désele al recurrente el término de cinco (5) 

días hábiles, contados a partir del día siguiente de la ejecutoria de la presente 

providencia, para que sustente por escrito la alzada. 

 

Del escrito de sustentación que presente el recurrente, se correrá traslado 

virtual a la contraparte, por el término de cinco (5) días, contabilizados a partir del 
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día siguiente en que la Secretaría de la Sala surta el respectivo traslado con la 

inserción del escrito contentivo de la sustentación en el micrositio de esta Sala.1 

 

Se advierte a las partes que sus escritos deberán ser remitidos al correo 

electrónico de esta Sala: secivant@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 
En virtud de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA, 

ACTUANDO EN SALA DE DECISIÓN UNITARIA CIVIL – FAMILIA, 
 
RESUELVE 

 

PRIMERO: Aplicar al presente asunto el trámite previsto en el artículo 12 

de la Ley 2213 de 2022. 

 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, comenzará a 

correr al recurrente el término de cinco (5) días para sustentar la apelación por 

escrito. 

 

TERCERO: De la sustentación, se correrá traslado virtual a la contraparte, 

por el término de cinco (5) días, contabilizados a partir del día siguiente, en que la 

Secretaría de la Sala, surta el respectivo traslado con la inserción del escrito 

contentivo de la sustentación en el micrositio de esta Sala. 

 

CUARTO: Las partes deberán remitir sus escritos al correo electrónico 

secivant@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

WILMAR JOSÉ FUENTES CEPEDA 

Magistrado 

 

                                                           
1 https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-antioquia-sala-civil-familia. Hipervínculo: TRASLADOS 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 

SALA CIVIL – FAMILIA 
 

Medellín, veintinueve de julio de dos mil veintidós 
 
Proceso : Acción Popular 
Asunto : Apelación Sentencia 
Ponente : WILMAR JOSÉ FUENTES CEPEDA 
Sentencia    : 020 
Demandante : Sebastián Colorado 
Demandado : Funeraria Suroeste Antioqueño 
Radicado : 05034311200120210021001 
Consecutivo Sría. : 936-2022 
Radicado Interno : 229-2022 

 
ASUNTO A TRATAR 
 
Se decide el recurso de apelación interpuesto por el actor popular contra la 

sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Andes el 14 de junio 
pasado, en la acción popular instaurada por Sebastián Colorado frente a la 
Funeraria Suroeste Antioqueño S.A.S. 
 

LAS PRETENSIONES 
 
El actor popular solicitó ordenar construir “una rampa, por parte del accionado, 

apta para ciudadanos que se desplacen en silla de ruedas, cumpliendo normas ntc y normas 

icontec”. (Pág. 1).  
 
ANTECEDENTES 
 
Narró que “el representante legal de la entidad accionada o quien haga sus veces al 

momento de notificarse mi acción, no garantiza accesibilidad en el inmueble, pues no cuenta 
con rampa apta para ciudadanos que se desplacen en silla de ruedas cumpliendo normas ntc y 

normas Icontec” (Pág. 1). 
 
TRÁMITE Y RÉPLICA 
 
1. Mediante auto del 24 de enero de 2022, el Juzgado Civil del Circuito de 

Andes admitió la demanda contra la Funeraria Suroeste Antioqueño S.A.S y 
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determinó comunicar de la respectiva acción a la Procuraduría General de la 
Nación, a la Defensoría del Pueblo y se ordenó la comunicación a la Alcaldía de 
Ande a través de la Secretaría de Planeación e Infraestructura Física de la 
localidad y a la Personería Municipal. 
 

2. La Funeraria Suroeste Antioqueño S.A.S. informó que procedería con la 
construcción de la rampa, apta para ciudadanos que se desplacen en sillas de 
ruedas, cumpliendo con las normas NTC e ICONTEC, la cual estaría lista a más 
tardar para el 30 de marzo de este año. 

 
3. Los demás accionados e intervinientes no se pronunciaron. 
 
4. El 9 de mayo pasado se llevó a cabo la audiencia de pacto de 

cumplimiento con la participación de la entidad accionada, el Procurador 
Provincial de Andes, el Defensor del Pueblo y la Secretaría de Planeación e 
Infraestructura Física de la localidad. Al no presentarse el petente popular, se 
declaró fallida, decretándose las pruebas correspondientes. 

 
LA SENTENCIA APELADA 
 
Mediante fallo de 14 de junio pasado, el Juzgado Civil del Circuito de Andes 

amparó el derecho colectivo de las construcciones, edificaciones y desarrollos 
urbanos con respeto de las disposiciones jurídicas, disponiendo lo siguiente: 

 
“SEGUNDO: ORDENAR a la accionada FUNERARIA SUROESTE ANTIOQUEÑO 
S.A.S., que en el término de dos (2) meses modifique la construcción de la rampa 
ya instalada en la entrada al establecimiento de comercio que se observa fue 
construida en la parte interna del local, la que se observa tuvo en cuenta el límite 
del andén o espacio público, ubicado en la carrera 50 A No. 50-39 de esta 
localidad, de modo que permita el ingreso de personas con discapacidad o algún 
tipo de movilidad reducida y deberá contar con un ancho mínimo que garantice la 
libre circulación de una persona en silla de ruedas. Rampa que no puede invadir 
el andén público. 
 
“La que debe cumplir con las especificaciones contempladas en la norma 
técnica para tales efectos, y acatar las recomendaciones dadas por la 
Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial del municipio de Andes, 
según lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
“TERCERO: CONFORMAR para efectos del cumplimiento de la sentencia un 
comité el cual estará integrado por este Despacho, la parte actora, la Personería 
de Andes, la Procuraduría Provincial de Andes, y el Municipio de Andes, según lo 
expuesto”. 
 
“Por secretaría comuníqueseles la designación y remítase copia de esta 
providencia. 
 

“CUARTO: SIN condena en costas”. (Pág. 17 archivo 041). 
 



 
 

 

 

3 

Para decidir así, el juzgador de conocimiento consideró que a pesar de la 
existencia de la rampa construida en el edificio donde está ubicado el 
establecimiento de comercio, la misma no cumple con las exigencias de las 
normas NTC 4143.  

 
Sostuvo respecto a la condena en costas, que al margen de la concesión 

de las pretensiones, no existía prueba de erogación alguna causada por el actor 
popular, quien no concurrió a la audiencia de pacto de cumplimiento. 

 
EL RECURSO DE APELACIÓN 
 
Lo interpuso en tiempo el demandante, y lo sustentó ante el juzgado, 

señalando que debía ordenarse la condena en agencias en derecho a la parte 
vencida, según lo ordena art 365-1 CGP, en ambas instancias. 

 

CONSIDERACIONES 
 
1. Presupuestos procesales 
 
Se encuentran reunidos a cabalidad, amén de no observarse causal de 

nulidad insaneable que pueda invalidar la actuación, por lo cual la decisión debe 
ser de fondo. 

 
2. Problema jurídico que plantea la alzada 
 
Determinar si le asiste razón al a-quo al negar la condena en costas a favor 

del actor o, por el contrario, ante la prosperidad de las pretensiones deben 
concederse. 

 
3. La acción popular 
 
Dicho instrumento de raigambre constitucional, se encuentra consagrado 

en el artículo 88 de la Constitución Nacional de 1991 junto a la acción de grupo, 
pretendiéndose con ambas, la protección de los derechos e intereses colectivos o 
denominados, de tercera generación. 

 
Las acciones populares están consagradas en el inciso primero del citado 

precepto en el que se prevé:  
 
“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 
públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros 

de similar naturaleza que se definen en ella.”  
 
Ahora bien, la Ley 472 de 1998 las desarrolla, estableciéndose en el inciso 

primero del artículo 2° el concepto de la acción popular, así: 
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“Artículo 2°. Acciones populares. Son los medios procesales para la protección 
de los derechos e intereses colectivos. 
 
“Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 

colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.” 
 

Según lo consagrado en el artículo 14 ibídem, la acción popular se puede 
dirigir contra un “particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación 

u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo”. 
 
Con la acción popular se pretende la protección de un interés que se 

encuentra en cabeza de un grupo de individuos, que puede ser iniciada por 
cualquier persona. Sirve para prevenir un daño o para hacer cesar la vulneración 
existente del derecho o restituir un derecho y, con ella, no se busca el 
resarcimiento de un perjuicio de tipo económico, sino la protección de los intereses 
de la comunidad.1 
 

El Consejo de Estado expuso como requisitos para el éxito de la pretensión 
formulada en una acción popular, los siguientes:  

 
“a) una acción u omisión de la parte demandada, b) un daño contingente, peligro, 

amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza 
que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la actividad humana 
y, c) la relación de causalidad entre la acción u omisión y la señalada afectación de 
tales derechos e intereses; dichos supuestos deben ser demostrados de manera idónea 

en el proceso respectivo.”2  
 
4. Normatividad relativa a la accesibilidad 
 
Es pertinente advertir que, conforme con lo señalado por el actor, el 

derecho colectivo amenazado es el indicado en el literal m) del artículo 4º de la 
Ley 472 de 1998, relativo a “La realización de las construcciones, edificaciones y 

desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando 

prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”; que se afirma vulnerado 
ante la inexistencia de una rampa para el acceso al establecimiento abierto al 
público, de quienes se desplacen en sillas de ruedas. 

 
Por mandato de los artículos 13 y 47 de la Constitución Política de 

Colombia, el Estado deberá proveer y promover una política pública, donde las 
personas con discapacidades físicas, sensoriales y síquicas puedan ser 
integradas a la comunidad, bajo los postulados de igualdad real y efectiva, pues 
son una población minoritaria y en condiciones de vulnerabilidad, que requieren 
                                                           
1 C-215 de 1999. M.P. Martha Victoria Sáchica de Moncaleano. 
2 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia de 15 de febrero de 2007, M. P.  Dr. Rafael E. Ostau Lafont 
Planeta, Rdo. 25000-23-25-000-2004-01889-01. 
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la adopción de medidas especiales para que puedan alcanzar mayor 
independencia e inclusión social. 

 
En atención a lo anterior se promulgó, entre otras, la Ley 361 de 1997, por 

medio de la cual se establecieron mecanismos de integración social de las 
personas en situación de discapacidad, y se adoptaron medidas para el ejercicio 
de los derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales para la 
completa realización personal e inserción social de estos sujetos de protección 
prevalente. Es así como, además de regular los temas de prevención, educación 
y rehabilitación de la población con impedimentos físicos, sensoriales o síquicos, 
se dispuso como principio axial el de la “accesibilidad” el cual identificó “…un 
elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida 
en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios. (---) El 
Gobierno reglamentará la proyección, coordinación y ejecución de las políticas en materia de 

accesibilidad y velará porque se promueva la cobertura nacional de este servicio.”.  
 
Dicho principio, busca la eliminación de barreras de acceso en sentido 

amplio. Se dispuso en el artículo 44 de dicha normatividad que la accesibilidad 
debía ser entendida como la condición que permite que, en cualquier espacio o 
ambiente, interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento, así como el uso 
confiable y seguro de los servicios instalados en el lugar.  

 
El precepto 53 de dicha normatividad estableció como una de las formas 

de eliminación de barreras arquitectónicas que, las edificaciones de varios niveles 
que no cuenten con ascensor, existirán rampas con las especificaciones técnicas 
y de seguridad adecuadas, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto 
expida el Gobierno Nacional o se encuentren vigentes, para lo cual, la 
construcción, ampliación, reforma de los edificios abiertos al público se efectuaran 
de manera que sean accesibles, mientras que, las instalaciones existentes se 
adaptaran de forma progresiva. 
 

De igual forma, el Decreto 1538 de 2005 dispuso en el numeral 2 del canon 
9 que, “Los desniveles que se presenten en los edificios de uso público, desde el andén hasta 

el acceso del mismo, deben ser superados por medio de vados, rampas o similares”, para lo 
cual se establecieron las normas técnicas que deben cumplir aquellas3. 

 
5. Caso en concreto 
 
Advertido que el establecimiento de comercio abierto al público, 

denominado Funeraria Suroeste Antioqueño de Andes S.A.S., tiene a su servicio 
una rampa para el uso de las personas que se movilizan en sillas de ruedas, la 
cual no cumple con las exigencias de la normatividad técnica NTC 4143, se 
concedió el amparo reclamado por el actor popular ordenando, modificar la 
existente. 

                                                           
3 Entre ellas la NTC 4143. 



 
 

 

 

6 

 
Pues bien. Ese mandato de amparo no fue materia de impugnación por 

ninguno de los intervinientes dentro del trámite en cuestión, razón por la cual no 
entrará esta Sala a analizarlo, por ser, en razón de la precisa inconformidad, un 
aspecto inmodificable en esta sede. 

 
El reclamo del actor estuvo dirigido, como se memoró atrás, a que se 

revoque el numeral sexto de la sentencia, mediante el cual se negó la condena en 
costas. 

 
Para decidir de esa manera, la Juez de la instancia consideró que no existía 

“prueba de erogación alguna causada por el accionante, quien además no concurrió a la 

audiencia de pacto de cumplimiento”. (Pág. 16 archivo 038). 
 
En orden a resolver el punto que convoca la atención de esta Corporación, 

conviene empezar por señalar que el artículo 38 de la Ley 472 de 1998 establece 
que el Juez aplicará las normas del procedimiento civil relativas a las costas, 
disponiendo que sólo es procedente la condena por ese rubro al demandante, 
cuando la acción hubiese sido temeraria o de mala fe. En consecuencia, para la 
condena respectiva, debe atenderse, por remisión expresa, lo señalado por el 
Código General del Proceso. 

 
Por su parte, el artículo 361 ibídem indica que las costas están integradas 

por la totalidad de las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso, 
y por las agencias en derecho, las cuales deben ser tasadas y liquidadas con 
criterios objetivos y verificables en el expediente. 

 
Dispone el canon 365 ib, en lo que interesa a la alzada, que la condena en 

costas se sujetará a las siguientes reglas: 
 

“1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le 

resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, 
revisión o anulación que haya propuesto. 
 
“2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar 
a aquella. 
 
(…) 
 
“8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron 

y en la medida de su comprobación.   (…)”  
 
Ahora bien, ha señalado la jurisprudencia que la condena en costas 

corresponde al reconocimiento de los gastos judiciales que debe correr por cuenta 
de la parte vencida en juicio, y que están conformados por las expensas y las 
agencias en derecho, correspondiendo las primeras a los desembolsos en que se 
incurrió con ocasión del proceso, necesarios para su desarrollo, mientras que las 
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agencias atañen a la “compensación por los gastos de apoderamiento en que incurrió la 

parte vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere mediado la 

intervención directa de un profesional del derecho4”, existiendo lugar a la imposición, 
como se ve en el numeral octavo de la norma citada, cuando exista prueba de su 
causación. 

 
Así las cosas, a pesar de existir una parte vencida dentro del proceso, la 

condena en costas es procedente únicamente, cuando exista prueba de su 
existencia. 

 
En el presente asunto, la pretensión elevada por el actor fue acogida, 

ordenándose la modificación de la rampa existente en el establecimiento de 
comercio donde funciona la funeraria. Presentada la escueta demanda, el trámite 
procesal fue impulsado de oficio por el Juzgado de instancia, quien procedió con 
todos los trámites para la comunicación y convocatoria de las partes e 
intervinientes. El actor limitó su actuación a la presentación de múltiples escritos 
solicitando la emisión de sentencia anticipada. No se hizo presente a la audiencia 
de pacto de cumplimiento, ni prestó la colaboración necesaria para la notificación 
de los intervinientes. 

 
Además, en el plenario no reposa prueba de erogación económica alguna, 

en la que hubiera incurrido el actor popular, lo que guarda correspondencia con la 
poca actividad procesal que adelantó. 

 
Un caso similar al aquí analizado, fue decidido de manera previa por esta 

Corporación. En dicha oportunidad se indicó: 
 

“Pese a lo anterior, tal como acertadamente lo determinó el A quo, in casu, en 

realidad no existía mérito para imponer costas en contra de la convocada y 
en favor del accionante, de conformidad con el numeral 8 del artículo 365 del 
CGP, ante la falta de comparecencia e intervención de la parte actora en la 
audiencia de pacto de cumplimiento y de decreto y práctica de pruebas, a la 
cual no asistió, además de no evidenciarse su causación a lo largo del 
trámite, en razón del escaso despliegue del extremo activo en el mismo, dado 
que su intervención estuvo limitada exclusivamente a la formulación de la 
acción, a la solicitud de remisión del link contentivo de la acción, a la petición 
de dictar sentencia anticipada, a solicitar impulso procesal y a formular 
alegaciones; empero, ninguna gestión probatoria se adelantó por éste, tendiente a 
acreditar los hechos que fundamentaron las pretensiones, pues si bien es cierto 
que dicha parte solicitó al despacho que se oficiara a la Secretaría de Planeación 
e Infraestructura Física del municipio de Andes que realizara visita técnica al 
inmueble donde funciona el establecimiento de comercio y determinara si existía 
accesibilidad en el inmueble para ciudadanos que se desplacen en silla de ruedas 
e hicieran recomendaciones para su construcción, su participación en este sentido 
se limitó a la sola formulación de la solicitud, habida consideración que ninguna 
otra gestión probatoria realizó al interior del trámite y es así como fue el despacho 
el que veló por el recaudo de dicha prueba; contrario a ello, el actor popular 

                                                           
4 Sentencia C-089-02. 
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obviando la falta de práctica de la prueba reina del trámite, solicitó dictar sentencia 
anticipada por considerar que el caudal probatorio consistente fundamentalmente 
en algunos precedentes judiciales era suficiente para decidir de fondo el asunto en 
su favor. 
 
“Adicionalmente, lo cierto es que del expediente se desprende que ningún 
gasto procesal fue acreditado, circunstancia que conllevan a CONFIRMAR la 
sentencia impugnada5”. 

 
Ahora bien, esa misma posición es respaldada por el Consejo de Estado, 

quien, en sentencia de unificación señaló lo siguiente, en relación con las costas 
procesales: 

 
“Las costas procesales son aquella erogación económica que debe asumir la parte 

que resulte vencida en un proceso judicial, que se compone de las i) expensas y 
las ii) agencias en derecho. Las primeras responden a los gastos necesarios 
para tramitar el proceso, tales como son el valor de copias, publicaciones, 
impuestos de timbre, honorarios de peritos, honorarios de auxiliares de la justicia, 
gastos de desplazamiento por diligencias fuera del despacho judicial, gasto de 
traslado de testigos, por citar algunos ejemplos. Las segundas -agencias de 
derecho-, obedecen a la suma que el juez debe ordenar en beneficio de la parte 
favorecida con la condena en costas, para reconocerle los costos afrontados por 
la representación de un abogado o, si actuó en nombre propio, como 
contraprestación por el tiempo y esfuerzo dedicados a la causa (…) Las 
costas, tanto en su componente de expensas como de agencias en derecho, son 
fijadas por el juez de conocimiento bajo los criterios establecidos en la ley, 
por tanto, no obedecen al arbitrio o discrecionalidad de los sujetos 
procesales ni tampoco al capricho del fallador. Por el contrario, como el 
reconocimiento de las costas es un derecho subjetivo, dado el claro carácter 
indemnizatorio y retributivo que tienen, en ningún caso puede ser fuente de 
enriquecimiento sin causa, razón por la cual, su condena, es el resultado de 
aplicar, por parte del juez, los parámetros previamente fijados por el 
legislador, a efectos de establecer si hay lugar o no a su reconocimiento, con 
el fin de compensar el esfuerzo realizado y la afectación patrimonial que le 
implicó la causa a quien resultó victorioso.  Por esta misma razón, la condena 
en costas, opera de manera objetiva contra la parte vencida en juicio, pero 
no en forma automática, en tanto el juzgador debe valorar que esté 
configurada cualquiera de las hipótesis previstas por el legislador. 
Consecuentemente, aun cuando las partes no hubieran solicitado su 

reconocimiento, corresponde al juez pronunciarse sobre las mismas” (…) Al tenor 

de las reglas del artículo 365 y 366 del Código General del Proceso, se 
reconocen las expensas que estén causadas en el proceso y se liquidan en 
la medida de su comprobación. Ello quiere decir que sólo será posible tasar la 
suma de las expensas conforme a lo que se acredite y verifique conforme con el 
expediente, teniendo en cuenta que sólo es posible reconocer las aquellas 
expensas necesarias para el desarrollo del proceso (…) Al tenor de las reglas 
del artículo 365 y 366 del Código General del Proceso, se reconocen las 
agencias en derecho que estén causadas en el proceso y se liquidan en la 

                                                           
5 Rdo 05-034-31-12-001-2021-00185-01, M.P. Claudia Bermúdez Carvajal. Demandante: Sebastián Colorado. 
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medida de su comprobación. Ello quiere decir que, concretado el hecho de que 
el actor popular resultó triunfante en la pretensión protectoria, hay lugar a 
reconocerle las agencias en derecho. No obstante, aun cuando se verifique en 
forma objetiva su victoria procesal, la tasación de la suma a reconocer por la 
actividad procesal del actor popular, requiere la valoración del juez respecto 
de la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada, o de otras 
circunstancias especiales, a partir de la cual, debe fijar la suma que por razón 
de agencias en derecho se estimó razonable y acorde”.6 
 

En consonancia con lo anterior, las costas procesales sólo deben ser 
impuestas, ante la existencia de la efectiva y certera prueba de su causación. De 
lo contrario, resultaría improcedente su reconocimiento, atendiendo el espíritu de 
las normas que disciplinan el tema de las costas, y las muy precisas explicaciones 
de la jurisprudencia, en donde se da cuenta que la mera presencia de una parte 
vencida en el proceso y de otra que sale gananciosa, no es pábulo para su 
reconocimiento u otorgamiento. 

 
Así las cosas, y ante la evidente falta de actividad procesal del actor 

popular, encaminada a la promoción del trámite, y ante la inexistencia de prueba 
alguna de los costos afrontados o del esfuerzo desplegado en aquél, no había 
lugar a condena en costas en primera instancia, como acertadamente lo concluyó 
el a-quo. 

 
Con lo dicho se confirmará la sentencia de primer grado, ante la ausencia 

de cumplimiento de requisitos para la condena en costas. 
 
No se condenará en costas en esta sede, en consideración de lo dispuesto 

por el artículo 38 de la Ley 472 de 1998, esto es, al no advertirse temeridad o mala 
fe en la proposición de la presente acción popular, tampoco en la de la alzada, y 
por no advertirse su causación. 

 
6. Conclusión. Por lo expuesto es imperioso ratificar la sentencia apelada. 
 
 
LA DECISIÓN   

 
En mérito de lo expuesto, EL TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA, 

SALA CIVIL – FAMILIA, administrando Justicia en nombre de la República de 
Colombia y por autoridad de la ley,  

 

F A L L A : 

 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha, naturaleza y procedencia, 

de la cual se ha hecho mérito en la parte motiva de este fallo dentro de la acción 

                                                           
6 Consejo de Estado, C.P. Rocío Araujo Oñate, sentencia de unificación 15001-33-33-007-2017-00036-
01(AP)REV-SU. 
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popular promovida por Sebastián Colorado en contra la Funeraria Suroeste 
Antioqueño S.A.S.. 

 
SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia. 
 
TERCERO: En firme esta sentencia devuélvase el proceso a su lugar de 

origen, previas las anotaciones de rigor. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
Discutido y aprobado según consta en Acta No.217. 
 
Los Magistrados, 
 
 
WILMAR JOSÉ FUENTES CEPEDA 
 
 
CLAUDIA BERMÚDEZ CARVAJAL 
(CON AUSENCIA JUSTIFICADA) 
 
 
OSCAR HERNANDO CASTRO RIVERA 
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Wilmar Jose Fuentes Cepeda

Magistrado
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